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La República del Ecuador depositó el instrumento de ratificación del Estatuto de Roma el 

05 de febrero de 2002; y, del Acuerdo de Privilegios e Inmunidades de la Corte Penal 

Internacional el 19 de abril de 2006. 

Así mismo, Ecuador aprobó la Ley Orgánica de Cooperación entre el Estado Ecuatoriano 

y la Corte Penal Internacional publicada en el Tercer Suplemento del Registro Oficial 

No.559 de 16 de Mayo 2024, cuyo objeto es […] regular los mecanismos de cooperación y 

asistencia entre la República del Ecuador y la Corte Penal Internacional, para garantizar 

la adecuada investigación y enjuiciamiento de los crímenes de competencia de la Corte 

conforme a su jurisdicción y las funciones dispuestas en el Estatuto de Roma de la Corte 

Penal Internacional y su normativa complementaria, mediante la determinación de 

competencias de los órganos estatales y el establecimiento de procedimientos que 

permitan cumplir con la obligación de cooperar y asistir a la Corte. 

Además de este último instrumento legal, nuestro país no cuenta con acuerdos de carácter 

bilateral con la Corte Penal Internacional, según lo certifica la Dirección de Tratados. 

Ahora bien, con relación al “Cuestionario relativo a la legislación de aplicación destinado 

a los Estados Partes”, esta Unidad asesora ha complementado o ajustado algunas de las 

respuestas proporcionadas por la Dirección de Cooperación y Asuntos Internacionales de 

la Fiscalía General del Estado1: 

 

Pregunta 1: ¿Ha adoptado su gobierno cualquier texto legislativo de aplicación 

del Estatuto de Roma (el “Estatuto’) 

Si. Ecuador cuenta con implementación constitucional, penal sustantiva y 

procedimental de cooperación. La Constitución de 2008, especialmente su artículo 80, 

fija reglas sobre imprescriptibilidad, exclusión de amnistía y responsabilidad por 

órdenes superiores. El COIP tipifica genocidio, lesa humanidad y conductas vinculadas 

por crímenes de guerra. La Ley Orgánica de Cooperación entre el Estado Ecuatoriano y 

la Corte Penal Internacional, publicada en el Registro Oficial 559, Tercer Suplemento, 

de 16 de mayo de 2024, regula la recepción y ejecución de solicitudes de la Corte. 

 
Pregunta 4: ¿Qué tipo de asistencia podría ser provechosa o ha sido provechosa 
para apoyar a su gobierno en sus esfuerzos por aplicar las disposiciones del 
Estatuto? 
 
Aunque el Ecuador ya disponga de legislación para la aplicación de las disposiciones 
del Estatuto de Roma, resultaría provechosa la asistencia técnica especializada. Las 
prioridades podrían ser: matriz de correspondencia Estatuto-Elementos de los 
Crímenes-COIP; investigación de contexto, máximos responsables y responsabilidad de 
mando; distinción operativa entre DIDH y DIH; terrorismo de Estado; cooperación en 
evidencia digital, activos y decomiso; manejo de archivos históricos con IA; protección 
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y reubicación de testigos; ejecución de decisiones y reparaciones; y protocolos sobre 
información clasificada. 
 
 
Pregunta 5: Para aplicar el Estatuto ¿redactó su gobierno una ley independiente 
o incorporó los artículos o disposiciones sustantivas del Estatuto a la legislación 
pre-existente? 
 
Las normas penales sustantivos se incorporaron principalmente en el Código Orgánico 
Integral Penal, mientras que la cooperación con la Corte Penal Internacional se regula 
en la ley orgánica autónoma de 2024. Por su parte, la Constitución de la República 
aporta reglas superiores sobre imprescriptibilidad de los crímenes internacionales 
centrales, los cuales no son susceptibles de amnistía y la no eximición de 
responsabilidad penal del superior que ordenó ni del subordinado que ejecutó. 
 
 
Pregunta 6: ¿La legislación de aplicación incluye los crímenes principales 
mediante referencias al Estatuto o mediante la incorporación de dichos crímenes 
al derecho interno? 
 
Predomina la incorporación directa en el derecho interno, con remisión 
complementaria al Estatuto para la cooperación y la interpretación compatible. El COIP 
contiene tipos nacionales de genocidio, lesa humanidad y conductas prohibidas por el 
DIH. La Ley de Cooperación entre el Estado ecuatoriano y la CPI utiliza para sus efectos 
las categorías del Estatuto. Como las formulaciones nacionales no siempre reproducen 
literalmente los elementos contextuales, subjetivos y las formas de responsabilidad del 
Estatuto se recomienda una matriz oficial de correspondencia. Esa revisión debe 
respetar estrictamente legalidad, irretroactividad y favorabilidad. 
 
 
Pregunta 7: ¿Incluye la legislación de aplicación las siguientes modalidades de 
cooperación con la Corte? De ser el caso, ¿bajo qué forma? 
 
La Ley Orgánica de Cooperación entre el Estado Ecuatoriano y la Corte Penal 
Internacional regula las principales modalidades del artículo 93 del Estatuto. Algunas 
materias, en particular, la ejecución de penas, multas, decomisos y reparaciones, 
requieren desarrollo operativo y, cuando corresponda, acuerdos específicos o 
bilaterales. 
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Cabe agregar que, la Ley Orgánica de Cooperación entre el Estado Ecuatoriano y la Corte 
Penal Internacional ha previsto en el Capítulo II los “Procedimientos para la 
Cooperación”, los cuales giran en torno de la detención y entrega de las personas 
requeridas por la CPI, su detención provisional y la entrega a la Corte Penal 
Internacional; la detención de una persona en tránsito, de la orden de comparecencia y 
del aterrizaje imprevisto en territorio ecuatoriano; y el traslado provisional de las 
personas detenidas; el traslado y comparecencia voluntaria de testigos o expertos ante 
la Corte Penal Internacional; las reglas para priorizar las solicitudes concurrentes 
de entrega y extradición. 
 
Además, el Capítulo IV se refiere a “Otras formas de Cooperación” en las que se 
encuentran la práctica de diligencias investigativas solicitadas por la CPI; la realización 
de pruebas o diligencias judiciales requeridas por la CPI; y la protección a víctimas y 
testigos que se encuentren en el Ecuador. 
 
Pregunta 8: ¿Designa la legislación de aplicación algún conducto de 
comunicación con la Corte? 
 
El artículo 6 de la Ley Orgánica de Cooperación entre el Estado Ecuatoriano y la Corte 
Penal Internacional determina, que: El Ministerio de Relaciones Exteriores y Movilidad 
Humana o quien hiciera sus veces será el órgano de enlace con la Corte Penal 
Internacional, tanto para la cooperación activa como para la cooperación pasiva con 
ella y será igualmente competente cuando intervengan factores de política exterior; por 
su intermedio se recibirá, canalizará y enviará todas las solicitudes de cooperación. Ese 
Ministerio realizará todas las acciones que en el marco de sus atribuciones garanticen 
la cooperación prevista en la presente Ley y el Estatuto de Roma. 
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Pregunta 9: En la legislación de aplicación, ¿se instituye alguna autoridad 
nacional central o se designa algún centro nacional de coordinación para la 
cooperación con la Corte? 
 
No hay una autoridad central, no obstante, el artículo 7 de la Ley Orgánica de 
Cooperación entre el Estado Ecuatoriano y la Corte Penal Internacional establece que 
son autoridades competentes en el marco de dicha cooperación el Ministerio de 
Relaciones Exteriores y Movilidad Humana, la Fiscalía General del Estado, la Corte 
Nacional de Justicia y los órganos de la administración de justicia y toda entidad del 
sector público que en el ámbito de sus competencias sea requerida. 
 
Por mencionar, la Fiscalía General del Estado ejecuta solicitudes vinculadas con la 
investigación penal y es la autoridad central en materia de cooperación penal 
internacional a través de la Dirección de Cooperación y Asuntos Internacionales. Por su 
parte, la Corte Nacional de Justicia interviene en la asistencia judicial y control 
jurisdiccional sobre todo en materia de extradición, ámbito en el que es la autoridad 
central de acuerdo con el artículo 6 de la Ley Orgánica de Extradición. 
 
Pregunta 10: ¿Prevé la legislación de aplicación integrar los privilegios e 
inmunidades de la Corte? (Véase en particular el artículo 48 del Estatuto de Roma 
y el Acuerdo sobre los Privilegios e Inmunidades de la Corte Penal Internacional) 
 
El artículo 33 de la norma ibidem prevé que: El personal de la Corte Penal Internacional 
gozará en el territorio nacional de los privilegios e inmunidades que sean necesarios 
para cumplir con sus funciones, en los términos dispuestos en el artículo 48 del Estatuto 
de Roma de la Corte Penal Internacional y el Acuerdo de Privilegios e Inmunidades 
firmado entre el Ecuador y la Corte. 
 
Pregunta 11: ¿Con qué obstáculos, de haberlos, ha tenido que enfrentarse su 
gobierno en sus esfuerzos por aplicar las disposiciones del Estatuto? ¿Cómo 
consiguió su gobierno superar estos obstáculos? 
 
En materia de aplicación y medidas correctivas, la brecha normativa de cooperación 
fue 
sustancialmente superada en 2024, pero persisten obstáculos. Entre ellos: la falta de 
directrices uniformes; fragmentación de registros, capacidades desiguales fuera de la 
capital del país; rotación del personal; presupuesto limitado; demoras en la traducción 
y transmisión; insuficiente protección; dificultad de acceso a archivos militares y 
policiales; riesgos de pérdida de evidencia digital; y, ausencia de una política completa 
sobre ejecución. 
 
Las medidas correctivas son obligatorias porque el deber de investigar exige remover 
obstáculos de jure y de facto: podría pensarse en un protocolo vinculante, capacitación 
continua, recursos, auditoría de plazos, preservación de archivos, control judicial de 
reservas y rendición de cuentas. 
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Pregunta 12: ¿Ha recibido su gobierno cualquier tipo de asistencia en el proceso 
de aplicación del Estatuto? 
 
Sobre la asistencia recibida, la FGE indica afirmativamente que, a nivel estatal se 
identifican los siguientes antecedentes públicos, sin que la documentación examinada 
permita afirmar que la FGE haya recibido directamente asistencia técnica permanente 
de la CPI. El Estado ecuatoriano ha recibido asistencia y acompañamiento técnico 
relacionados con la implementación del Estatuto de Roma. Entre los antecedentes 
documentados se encuentra la Mesa Redonda Técnica sobre la implementación del 
Estatuto de Roma y la ratificación de las Enmiendas de Kampala, desarrollada en Quito 
los días 12 y 13 de febrero de 2015, organizada por Parlamentarios para la Acción 
Global junto con el Gobierno y la Asamblea Nacional, con participación técnica de un 
asesor de la Secretaría de la Corte Penal Internacional. La actividad abordó la 
incorporación de los crímenes internacionales al ordenamiento interno, los 
mecanismos nacionales de cooperación con la CPI y las Enmiendas de Kampala. 
 
Asimismo, los días 7 y 8 de junio de 2018, la Corte Penal Internacional y el Gobierno del 
Ecuador organizaron conjuntamente en Quito, el Seminario Regional de Alto Nivel «La 
CPI y América del Sur: oportunidades y desafíos para la cooperación» con apoyo 
financiero de la Comisión Europea. El encuentro tuvo por objeto fortalecer las 
relaciones de cooperación entre la Corte y los Estados sudamericanos y dio lugar a la 
Declaración de Quito sobre el vigésimo aniversario del Estatuto de Roma. 
 
Adicionalmente, Parlamentarios para la Acción Global proporcionó asistencia técnica y 
orientación legislativa a integrantes de la Asamblea Nacional durante el proceso de 
adecuación del COIP y de elaboración de mecanismos nacionales de cooperación, 
proceso que posteriormente contribuyó a la expedición de la referida Ley Orgánica de 
Cooperación entre el Estado Ecuatoriano y la Corte Penal Internacional. 
 
El seminario de junio de 2018 fue organizado directamente por la CPI y el Gobierno 
ecuatoriano, las actuaciones de 2015 y el acompañamiento legislativo posterior fueron 
impulsados principalmente por la PGA, aunque contaron con la participación de la CPI. 
 
La FGE agrega que no se ha identificado un programa permanente de capacitación 
impartido por la CPI ni asistencia recibida específicamente por esa entidad. 
 
Pregunta 13: ¿Ha iniciado o contemplado su gobierno pasos adicionales para la 
integración del Estatuto en la legislación nacional? 
 
Si, de hecho, la Ley Orgánica de Cooperación contempla medidas adicionales de 
implementación, entre ellas, la emisión de directrices por las instituciones competentes 
y la coordinación interinstitucional periódica prevista en su disposición general 
primera. 
 






























